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Entrevista

 –¿Por qué es cuestionable el 

Programa de Planifi cación y Sa-

lud Reproductiva del régimen 

de Fujimori?  

 – Porque pretendía ser un 
programa de planifi cación fa-
miliar, y para el cumplimiento  
de un programa de esas ca-
racterísticas se requiere que 
sea de manera voluntaria, el 
consentimiento legítimo de las 
personas y que las pacientes 
sean sometidas a exámenes 
preoperatorios y posoperato-
rios. El programa que aplicó 
Fujimori es catalogado como 
un crimen de lesa humani-
dad porque fue un sistema de 
metas y de cuotas a cumplir 
en un determinado tiempo, 
privilegiando el método de la 
ligadura de trompas o la va-
sectomía, antes que los otros 
métodos anticonceptivos, apli-
cado sin un consentimiento 
legítimo, e incluso en muchos 
momentos aplicando la fuerza 
física y psicológica con acoso 
domiciliario. 

 –¿A qué se refi ere con "con-

sentimiento legítimo" o "con-

sentimiento informado"?

 – Es una especie de código 
de ética según el cual el pacien-
te no solo tiene que estar infor-
mado del procedimiento médi-
co que se va a seguir, sino que 
además tiene que comprender 
qué es lo que se le va a hacer 
en el cuerpo y cuáles pueden 
ser los riesgos o consecuencias 
que pueda tener la operación. 

 –¿Las mujeres que ha en-

trevistado durante su investi-

gación aceptaron esterilizarse 

mediante el consentimiento 

informado?

 – Desde 2012 hasta la actua-
lidad he realizado un trabajo 
en la costa, sierra y selva, en el 
norte, en el centro y en el sur 
del Perú, y lamentablemente 
las mujeres de las que yo he 
tenido la oportunidad de ob-
tener un testimonio directo 
no fi rmaron ningún consen-
timiento legítimo. 

 –El jefe de ginecología del 

Hospital Amazónico, en Pucall-

pa, que en el periodo de 1996 

al 2000 fue ginecólogo de este 

hospital, ha dicho a La Repú-

blica que en esos años no eran 

necesarios los consentimien-

tos informados, y que no era 

“Es necesaria la colaboración efi caz 
de médicos en crimen de esterilización”
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obligatorio.

 – Decir que como política 
de Estado no era necesario pa-
sar por el procedimiento del 
consentimiento informado, 
y que este no era obligatorio, 
es bastante grave y explicaría 
por qué es que hasta hoy no se 
hacen públicos dichos consen-
timientos a nivel nacional. La 
razón sería porque no existen. 
Por eso hay miles de testimo-
nios de víctimas y familiares 
quienes aseguran que no hubo 
un procedimiento de consenti-
miento informado que podría 
califi carse de legítimo. 

 –¿Procede la autoría media-

ta en el caso de las esterilizacio-

nes forzadas?

 – Fue una política de Esta-
do. Los defensores del caso, 
tanto IDL y Demus como la 
Coordinadora Nacional de 
Derechos Humanos, afi rman 
el caso como un crimen de lesa 
humanidad perpetrado por 
el Estado. Es más, el Estado 
peruano ha reconocido ante 
la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en 
el 2003 que este ha sido un 
crimen de lesa humanidad 
que debería investigarse. 

Si las víctimas hubieran sido 
personas de otra clase social, 
el caso no habría demorado ni 
siquiera cinco años en llegar a 
juicio. Eran mujeres, campesi-
nas, indígenas y pobres, así fue 
el crimen de la esterilización.

 –¿Debe plantearse la co-

laboración eficaz para ob-

tener testimonios de los 

perpetradores?

 – Sí, creo que es fundamen-
tal. Se trató de una política de 
Estado que incluyó benefi cios y 
amedrentamientos al personal 
médico para que cumplieran 
con las metas. Hasta el día de 

hoy ese personal no sabe cuál 
ha sido su rol: si fue víctima o 
perpetrador. Y como fueron 
fi nalmente ambas cosas, enton-
ces, para saber después de 19 
años cuál ha sido la verdad del 
programa, sí es necesario que 
los médicos que participaron 
y tienen las pruebas reciban 
garantías para que entreguen 
sus testimonios.

 –¿Por qué en 1997 se regis-

tra el mayor número de casos 

de esterilizaciones forzadas?

 – El programa comienza 
en 1996, con un promedio de 
80 mil operaciones. Y, obvia-
mente, iba a ir en aumento 
porque acababa de empezar. 
Entonces, en el segundo año,  
en 1997, superan las 110 mil 
operaciones en un solo año. 
Las denuncias comienzan 
desde 1996, es decir, apenas  
arrancó el programa se regis-
tran denuncias de médicos, 
de párrocos, de víctimas, etc. 
Estas denuncias se empezaron 
a verifi car, y la Agencia para el 
Desarrollo de Estados Unidos 
(USAID), que fi nanciaba más 
del 50 por ciento del programa 
de esterilizaciones, decide re-
tirar gran parte de los fondos. 
Es por ello que en los años si-
guientes baja el número de las 
esterilizaciones.

 –El ex ministro de Salud y 

congresista fujimorista, Ale-

jandro Aguinaga, ha dicho que 

solamente se han registrado 

34 esterilizaciones forzadas en 

todo el país, y que la responsa-

bilidad es de los médicos. ¿Está 

de acuerdo?

 – Aguinaga está equivocado. 
Hasta la fecha son más de 2 mil 
74 denuncias en el Ministerio 
Público.

 –Después de haber entre-

vistado a tantas mujeres y 

hombres esterilizados contra 

su voluntad, ¿qué es lo que más 

quieren las víctimas? 

 – Cuando hablamos de re-
paración en el caso de esteri-
lizaciones forzadas, hablamos 
de reparar lo irreparable. Las 
grandes demandas de las víc-
timas son acceso a la justicia 
y reparación en términos de 
salud. Quieren que haya un 
buen sistema de salud que 
acoja tanto a ellas como a sus 
familiares. Un sistema de salud 
que comprenda todas las cues-
tiones más ligadas a la medicina 
tradicional y a las cuestiones 
culturales, es decir, un acceso 
a la salud en términos de de-
rechos sexuales y reproducti-
vos, los cuales puedan tener en 
cuenta las particularidades de 
la historia, de los cuerpos y de 
las culturas en el momento de 
desarrollarse, y que, además, 
no vulneren sus derechos fun-
damentales. ❧

La antropóloga Alejandra Ba-
llón es especialista en el tema 
de esterilizaciones forzadas y 
explica por qué el Programa 
de Planifi cación Familiar du-
rante el gobierno de Alberto 
Fujimori estuvo cruel y pési-
mamente planteado desde un 
inicio, y demuestra que sí fue 
una política de Estado.

“El programa 
comienza en 1996 
con un promedio 
de 80 mil 
operaciones. En el 
segundo año, en 
1997, superó las 110 
mil operaciones en 
un solo año”.
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